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1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el apoderado judicial del accionante, señor Luis Adel Varón Londoño en contra del fallo de tutela emitido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal el 16 de marzo de 2016.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1. Informó el apoderado del actor en el escrito de tutela que el señor Luis Adel Varón Londoño nació el 15 de marzo de 1954, quien desde el año 2014 ha solicitado a COLPENSIONES corregir algunas inconsistencias que presenta su historia laboral, y el 3 de marzo de 2015 tramitó y diligenció en debida forma los formularios para solicitar el reconocimiento y pago de su pensión de vejez, conforme al Decreto 758 de 1990, el Acuerdo 049 de 1990 y el acto legislativo 05 de 2005, anexando los formatos de tiempos laborados en el sector público, su cédula de ciudadanía y declaración extra judicial sobre la convivencia que tiene con la señora Amparo Restrepo Ospina.

Igualmente, indicó que el 15 de mayo de 2015 se envió un derecho de petición a Colpensiones con el que se anexaron unos documentos que se necesitaban para dar trámite al reconocimiento de la pensión de vejez solicitada y reiteró que el accionante es beneficiario del régimen de transición.
Señaló que el actor acreditó tener 40 años de edad para el 1º de abril de 1994, contaba con más de 750 semanas cotizadas al sistema para el día 31 de julio de 2005 y acreditó tener mas de 1000 semanas cotizadas antes del 31 de diciembre de 2014, cumpliendo así cabalmente con todos los requisitos estipulados en las normas nacionales como lo son el Decreto 758/90 Acuerdo 049/90 y el  Acuerdo (sic) Legislativo 01 de 2005, en el que se indica que para acceder a la pensión de vejez, se debe tener un mínimo de 1000 semanas en cualquier tiempo o 500 en los últimos 20 años al cumplimiento de la edad pensional, es decir, 60 años los hombres y 55 las mujeres.
Informó que en los certificados “clep” (formatos de tiempos públicos) se demuestra lo siguiente: i) que el señor Varón Londoño trabajó para el Municipio de Santa Rosa como electricista desde el día 10 de enero de 1983 y terminó la relación laboral el quince de septiembre de 1988 laborando un total de 5 años 8 meses y 5 días; ii) que trabajó en el Instituto tecnológico de Santa Rosa desde el 17 de octubre de 1989 hasta el 1 de junio de 1989 (sic) con un total de tiempo de 2 años 7 meses 14 días; iii) que sumando el tiempo reportado en el informe que entrega COLPENSIONES, más el tiempo como servidor público se tiene entonces que inicio labores el 10 de enero de 1983 y que para el 31 de julio de 2005 se acreditan 755.18 semanas cotizadas al sistema, cumpliendo así con el Acto Legislativo 01 de 2005. Se demuestra objetivamente que para el 31 de diciembre de 2014 el señor Luis Adel Varón acreditó tener más de 1000 semanas cotizadas al sistema.

COLPENSIONES mediante la Resolución GNR340274 del 29 de octubre negó el reconocimiento y pago de la pensión de vejez al señor Varón Londoño, decisión contra la cual se interpuso el recurso de apelación, la cual fue confirmada a través de la  Resolución VPD 8024 del 17 de febrero de 2016.  Por lo tanto, consideró que COLPENSIONES contraría las disposiciones constitucionales, la jurisprudencia constitucional y los derechos fundamentales de su mandante al debido proceso, mínimo vital, dignidad humana, seguridad social y los derechos adquiridos durante toda su vida laboral.  Especialmente, por cuanto el señor Varón Londoño no tiene medios económicos para subsistir, no tiene trabajo, ni ingreso mínimo mensual, ya que con la ayuda de familiares y amigos logró aportar por intermedio del Consorcio Adulto Mayor el pago de sus aportes para pensión, pues de no haber sido por este subsidio, no hubiera podido cotizar en un 100% como trabajador independiente.
2.2.  El apoderado del actor adjuntó como pruebas, copia de los siguientes documentos: i) cédula de ciudadanía del actor ii) poder conferido para actuar; iii) copia de la tarjeta profesional de abogado; iv) oficio del 30 de diciembre de 2014 de COLPENSIONES dando respuesta a solicitud de corrección de historial laboral; v) oficio 3 de marzo de 2015 de COLPENSIONES solicitando al accionante unos documentos para tramitar la pensión de vejez; vi) solicitud de reconocimiento y pago de la pensión de vejez a nombre del señor Varón Londoño; vii) oficio del 15 de mayo de 2015 de COLPENSIONES donde informa que su petición se encuentra radicada al No.2015_4317245; viii) oficio del 18 de agosto de 2015 de COLPENSIONES solicitó varios documentos para resolver la solicitud pensional; ix) certificados de información laboral; x) resumen de semanas cotizadas en pensiones actualizado al 5 de noviembre de 2014; xi) Resolución VPB 8024 del 17 de febrero de 2016; xii) escrito del recurso de apelación presentado ante COLPENSIONES; xiii) Resolución GNR340274 del 29 de octubre de 2015; xiv) cédula de ciudadanía a nombre de la señora Amparo Restrepo Ospina y xv) declaraciones extra juicio de los señores José Vicente Jaramillo Giraldo, Carlos Manuel Pabón Vergara, Luis Adel Varón Londoño y Amparo Restrepo Opina (Fls. 42-94).
2.3. Como pretensiones de la acción de tutela el apoderado del actor relacionó las siguientes: i) ORDENAR dejar sin efectos las Resoluciones 2015-4317245 y 2015-12189031, expedidas por COLPENSIONES, puesto que la accionante cumplió con los requisitos exigidos por el régimen pensional aplicable y ii) ORDENAR a la Administradora de Fondos pensionales de Pensiones COLPENSIONES, reconozca y pague la pensión de vejez al señor Luis Adel Varón Londoño de acuerdo con el régimen establecido en el Decreto 758 de 1990, de conformidad con los argumentos jurídicos demostrados en este mecanismo de control constitucional.
2.4.  Mediante auto del 7 de marzo de 2016  el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal admitió la presente acción y le corrió traslado de la demanda a la entidad accionada.

3. RESPUESTA A LA DEMANDA 
La Vicepresidenta Jurídica y Secretaria General de COLPENSIONES,  Dra. Paula Marcela Cardona Ruíz, señaló que la acción de tutela no es procedente, toda vez que se trata de una controversia que debe ser dirimida por la jurisdicción laboral.  Así mismo, indicó que al accionante ya le fueron respondidas sus peticiones a través de los actos administrativos expedidos por la entidad en los que se le explicó porque no procede el reconocimiento de la pensión de acuerdo al Decreto 758 de 1990.   Por lo tanto, solicitó que se desestimara la demanda de amparo (folios 97 y 98). 

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del  16 de marzo de 2016 el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal negó la acción de tutela, toda vez que consideró que el actor no cumple con el requisito de la pertenencia a la tercera edad, y no se demostró la afectación del mínimo vital o de otros derechos constitucionales como la salud, la vida digna o la dignidad humana, máxime si su última cotización como empleado se produjo en el mes de agosto de 2001.
El Apoderado de la accionante fue notificado personalmente el 17 de marzo de 2016 del contenido del fallo (folio 107).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación al fallo de primera instancia, el 28 de marzo de 2016, el apoderado del señor Varón Londoño  allegó escrito mediante el cual solicita se modifique el criterio de primera instancia y que se amparen los derechos solicitados, toda vez que consideró que el A quo desconoció el contenido del material probatorio aportado al trámite de la tutela, el cual se presentó en debida forma, se argumentó y se demostró hecho por hecho, produciéndose un defecto procedimental absoluto que se origina cuando el funcionario actuó completamente al margen del procedimiento establecido y desconoció el precedente jurisprudencial, quedando el titular de los derechos fundamentales en un perjuicio irremediable y desprotegido en su seguridad social y mínimo vital, ya que cuenta con la expectativa de su derecho a pensionarse por cuanto no tiene ingresos mínimos para el sostenimiento de su núcleo familiar. Por lo tanto, indicó que con la negativa del amparo constitucional se está frente a una vía de hecho.

Por lo anterior, solicitó: i) ordenar dejar sin efectos las resoluciones 2015_4317245 y 2015_12189031 expedidas por Colpensiones, puesto que el accionante cumplió con los requisitos exigidos por el régimen pensional aplicable; ii) ordenar que se revoque el fallo de tutela de radicado 2016-00044, por ir en contra de la Constitución Política de Colombia, e ir en contra del precedente jurisprudencial; iii) conceder el amparo del derecho fundamental a la igualdad, a la seguridad social, a la dignidad humana, al mínimo vital y a la protección del señor Luis Adel Varón Londoño; iv) ordenar a Colpensiones que  reconozca y pague la pensión de vejez del señor Luis Adel Varón Londoño de acuerdo con el régimen pensional establecido en el decreto 758 de 1990, de conformidad con los argumentos jurídicos demostrados. (Fls. 110-114)
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó el apoderado de la accionante.
6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

6.6. La seguridad social como derecho constitucional fundamental y su protección por medio de la acción de tutela (SU-060 de 2010):
 “4.- La seguridad social se erige en nuestro ordenamiento jurídico como un derecho constitucional a cuyo cumplimiento se compromete el Estado, según se sigue de la lectura del artículo 48 superior, el cual prescribe lo siguiente: “Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social”[2]. 

 La protección que le otorga el ordenamiento constitucional al derecho a la seguridad social se complementa y fortalece por lo dispuesto en el ámbito internacional pues son varios los instrumentos internacionales que reconocen el derecho de las personas a la seguridad social[3]. El artículo 16 de la Declaración Americana de los Derechos de la Persona afirma que: 

 “Artículo XVI. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de subsistencia”. 
De manera similar, el artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales prescribe:   “Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social. 1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes. (…)”
6.7. SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
5.7.1.  De las pruebas arrimadas al presente trámite, esta Sala advierte que en el caso sub examine quien reclama la protección de los derechos fundamentales es una hombre de 62 años de edad, de quien su apoderado judicial afirma no tener ingresos para su sustento y el de su familia, por lo que la pensión de vejez es una expectativa con la que cuenta y que gracias a estar afiliado al programa Consorcio Adulto Mayor pudo cotizar como independiente para hacerse acreedor al reconocimiento pensional reclamado.

5.7.2.  En la jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha manifestado que la acción de tutela resulta improcedente para realizar el trámite de reconocimiento, reliquidación o pago de prestaciones sociales, particularmente en materia de pensiones puesto que no es el mecanismo idóneo ni pertinente para ello, por encontrarse comprometidos derechos litigiosos de naturaleza legal y desarrollo progresivo; salvo que se pretenda proteger el derecho al mínimo vital de los pensionados, los trabajadores, las mujeres embarazadas y las personas en situación de debilidad manifiesta, en los casos de mora en el reconocimiento y pago oportuno de pensiones de vejez, jubilación o invalidez.  

Así mismo, la Corte Constitucional ha reiterado que la acción de amparo constitucional posee un carácter subsidiario y residual, que por lo mismo, sólo permite su procedencia cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, o cuando existiendo éste, se promueva como mecanismo transitorio para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, pero su propósito se orienta a prevenir y repeler los ataques que se promuevan contra los derechos fundamentales ciertos e indiscutibles, y no respecto de aquellos que aún no han sido reconocidos o cuya definición no se encuentra del todo consolidada por ser objeto de disputa jurídica. Todo esto obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela
.
6.7.3. Sea pertinente tener en cuenta que si bien es cierto el señor Varón Londoño no supera los 72 años para catalogarlo como una persona de la tercera edad, tal como lo dedujo el juez de primera instancia,  también lo es que la Corte Constitucional en la Sentencia T-343 de 2014 estudió el caso en concreto de una persona que contaba con 61 años de edad, a quien se le otorgó el amparo y en la aclaración del voto de dicha providencia, el Magistrado Mauricio González Cuervo indicó lo siguiente:

“(…)  Uno de los sustentos de la Sala para conceder la tutela fue la pertenencia del accionante, de 61 años
, a la tercera edad, un grupo que por expresa disposición constitucional goza de protección especial
. Al respecto, y si bien es claro que “[l]a tercera edad exige el respeto y la consideración de la sociedad y la gestión efectiva del Estado Social de Derecho, que no pueden eludir sus responsabilidades en la preservación de una vida digna de personas cuya debilidad es manifiesta”
, la Constitución no definió la edad en la que se inicia esta fase de la vida y por ende, empieza la protección especial. Como consecuencia de dicha indeterminación, esta Corporación estableció como criterio útil
 para delimitar la pertenencia a la tercera edad, el hecho de sobrepasar la edad de expectativa de vida para los colombianos, que se fijó en 71 años
. 

Cabe recordar que si bien la procedencia de la acción de tutela para resolver controversias relacionadas con el reconocimiento y pago de prestaciones económicas procede excepcionalmente en situaciones que involucren a personas de la tercera edad,  no es menos cierto que no se excluye de manera alguna a aquellos individuos que no pertenecen a ella
, pues esta Corporación ha reconocido que la acción de tutela opera igualmente cuando se verifique la afectación al mínimo vital, siendo deber del juez “el individualizar la situación particular de cada peticionario a fin de comprobar si se dan las circunstancias materiales que impliquen la vulneración del mínimo vital, v. gr. que la pensión sea el único medio material de subsistencia y que la omisión en su pago derive en una situación crítica al demandante”
. 

6.7.4. Descendiendo al asunto en particular y analizadas las Resoluciones GNR 3R0274 del 29 de octubre de 2015 y la VPB8024 del 17 de febrero de 2016, proferidas por Colpensiones,  la Sala advierte que la negación del reconocimiento a la pensión de vejez se estableció por cuanto el accionante pese a que al momento de entrar a regir la Ley 100 de 1993,  o sea el 1º de abril de 1994, tenía 40 años de edad, por haber nacido el 15 de marzo de 1954, no contaba con la cotización de 750 semanas requeridas para acceder a dicha prestación. Al respecto, la Sala observa que para el cumplimiento de los presupuestos del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 que garantiza la aplicación del régimen anterior, para este caso el contenido en el Decreto 758 de 1990, será a  quienes al 1º  de abril de 1994 tengan  “(i) 15 años o más de cotizaciones, o su equivalente en tiempo de servicios, sin importar la edad, o (ii) en el caso de los hombres, haber cumplido 40 o más años de edad”, además, de acuerdo con lo establecido en el Acto Legislativo 01 del 2005 del 22 de julio  que señala “El régimen de transición establecido en la Ley 100 de 1993 y demás normas que desarrollen dicho régimen, no podrá extenderse más allá del 31 de julio de 2010; excepto para los trabajadores que estando en dicho régimen, además, tengan cotizadas al menos 750 semanas o su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en vigencia del presente Acto Legislativo, a los cuales se les mantendrá dicho régimen hasta el año 2014", es decir, demostrar como mínimo 750 semanas cotizadas al 25 de julio de 2005 (fecha de publicación en el diario oficial del Acto Legislativa 01 de 2005). 
Es decir, que si bien el accionante cumplía con el requisito de la edad de 40 años para el 1º de abril de 1994, cuando entró a regir la Ley 100 de 1993, también lo es que para la entrada en vigencia del Acto Legislativo 01 de 2005 sólo acreditó 632  semanas cotizadas, de tal manera que no sería beneficiario del régimen de transición, por lo que se le debe aplicar la norma contenida en la Ley 797 de 2003, según la consideraciones de los actos administrativos estudiados.
6.7.5. Pese a los argumentos del impugnante, en cuanto a que se deben amparar los derechos fundamentales al mínimo vital, seguridad social, vida digna, derecho de petición de su  mandante, con fundamento en varias sentencias de la Corte Constitucional como la T-343 de 2014 y T-726 de 2013, la primera de ella tiene que ver con inconsistencias presentadas en las historias laborales del accionante y la segunda sobre la mora en el traslado de los aportes al sistema y la inactividad de las administradoras de fondos de pensiones en el cobro, observa la Colegiatura que el apoderado judicial del señor Varón Londoño no señaló exactamente qué aportes son los que COLPENSIONES no tuvo en cuenta o  las  posibles inconsistencias en la historia laboral de su mandante, de manera que  conllevara al juez constitucional a determinar que la negativa de la pensión de vejez fue a todas luces arbitraria, pues para llegar a tal conclusión, demandaría un examen preciso sobre las normas aplicables en el caso del actor y establecer si el régimen reclamado por su abogado es el adecuado para la prestación económica que reclama, lo que hace improcedente la acción de tutela. Al respecto, la Corte Constitucional
 ha indicado que: “para que proceda la acción de tutela cuando se alega violación de un derecho fundamental es preciso que esa situación se presente de bulto ante el juez, que sea protuberante. Por lo tanto, no procederá la acción cuando el juez tenga que adentrarse en disquisiciones y pruebas detalladas tendentes a establecer si un hecho constituye  una vulneración de un derecho fundamental”.  (Subrayas propias)
Significa lo anterior, que el presente debate es del resorte del juez ordinario y en tal sentido, sólo le es permitido al juez de amparo intervenir a fin de evitar un perjuicio irremediable como mecanismo transitorio al advertir efectivamente la vulneración de un derecho fundamental, aún bajo la existencia de un mecanismo judicial alternativo.  Sin embargo, revisado el material probatorio obrante dentro de este trámite, observa esta Sala que el actor no se encuentra en una situación apremiante que exija la intervención del juez constitucional para conjurar la conculcación de los derechos fundamentales, toda vez que no se demostró estar en condiciones de debilidad manifiesta que lo hagan titular de especial protección por parte del Estado; es decir, que se infiere que el señor Varón Londoño puede soportar la definición de la demanda de sus prestaciones pensionales en la correspondiente jurisdicción ordinaria que es donde debe ventilar las diferencias que hoy expone, y en segundo lugar porque el actor se limitó a invocar como vulnerados sus derechos a la seguridad social, mínimo vital, dignidad humana y debido proceso, sin que haya acreditado la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable que permita concluir que el amparo solicitado sea viable.
6.7.6. Por lo anterior, puede reiterarse y concluirse que en este caso en particular el amparo no procede en contra de las actuaciones administrativas de COLPENSIONES, toda vez que no existen elementos probatorios que conduzcan a determinar que los actos administrativos donde se le negó la pensión al actor, son manifiestamente contrarios a la legalidad y que vulneran gravemente los derechos fundamentales invocados; de tal manera, que analizado el asunto en concreto no se detectó la intención real o aparente por parte de la administración de decidir sin ajustarse al ordenamiento jurídico, lo que no permite la intervención del juez de amparo para revocar las Resoluciones de COLPENSIONES aludidas. Es decir, ante la ausencia de una amenaza que se aprecie como claramente ilegítima para el ejercicio de derechos fundamentales, el accionante no demostró la ocurrencia de un perjuicio irremediable, requisito que exige la jurisprudencia de la Corte Constitucional para que proceda la acción de tutela como un mecanismo transitorio, al respecto, dicho Tribunal en la Sentencia T-225 de 1993 examinó cada uno de los términos que son elementales para la comprensión de la figura del perjuicio irremediable, de la siguiente manera:

“A). El perjuicio ha de ser inminente: "que amenaza o está por suceder prontamente".  Con lo anterior se diferencia de la expectativa ante un posible daño o menoscabo, porque hay evidencias fácticas de su presencia real en un corto lapso, que justifica las medidas prudentes y oportunas para evitar algo probable y no una mera conjetura hipotética.  Se puede afirmar que, bajo cierto aspecto, lo inminente puede catalogarse dentro de la estructura fáctica, aunque no necesariamente consumada.  Lo inminente, pues, desarrolla la operación natural de las cosas, que tienden hacia un resultado cierto, a no ser que oportunamente se contenga el proceso iniciado.  Hay inminencias que son incontenibles: cuando es imposible detener el proceso iniciado.  Pero hay otras que, con el adecuado empleo de medios en el momento oportuno, pueden evitar el desenlace efectivo. En los casos en que, por ejemplo, se puede hacer cesar la causa inmediata del efecto continuado, es cuando vemos que desapareciendo una causa perturbadora se desvanece el efecto.  Luego siempre hay que mirar la causa que está produciendo la inminencia.

B). Las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes, es decir, como calidad de urgir, en el sentido de que hay que instar o precisar una cosa a su pronta ejecución o remedio tal como lo define el Diccionario de la Real Academia.  Es apenas una adecuación entre la inminencia y la respectiva actuación: si la primera hace relación a la prontitud del evento que está por realizarse, la segunda alude a su respuesta proporcionada en la prontitud.  Pero además la urgencia se refiere a la precisión con que se ejecuta la medida, de ahí la necesidad de ajustarse a las circunstancias particulares.  Con lo expuesto se verifica cómo la precisión y la prontitud dan señalan la oportunidad de la urgencia.

C).
No basta cualquier perjuicio, se requiere que éste sea grave, lo que equivale a la gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona.  La gravedad obliga a basarse en la importancia que el orden jurídico concede a determinados bienes bajo su protección, de manera que la amenaza  a uno de ellos es motivo de actuación oportuna y diligente por parte de las autoridades públicas.  Luego no se trata de cualquier tipo de irreparabilidad, sino sólo de aquella que recae sobre un bien de gran significación para la persona, objetivamente.  Y se anota la objetividad, por cuanto la gravedad debe ser determinada o determinable, so pena de caer en la indefinición jurídica, a todas luces inconveniente.
D).La urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.  Si hay postergabilidad de la acción, ésta corre el riesgo de ser ineficaz por inoportuna.  Se requiere una acción en el momento de la inminencia, no cuando ya haya desenlace con efectos antijurídicos.  Se trata del sentido de precisión y exactitud de la medida, fundamento próximo de la eficacia de la actuación de las autoridades públicas en la conservación y restablecimiento de los derechos y garantías básicos para el equilibrio social.”

6.7.7. Esta Sala concluye que el señor Luis Adel Varón Londoño tiene a su disposición los mecanismos judiciales y/o administrativos para hacer valer los derechos que hoy reclama por esta vía constitucional, dentro de los cuales podrá solicitar la protección de los derechos fundamentales que considera vulnerados, haciendo improcedente la acción de tutela, de conformidad en lo dispuesto en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991; así: “ARTICULO 6º-Causales de improcedencia de la tutela. La acción de tutela no procederá: Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante”. 
Por las razones ahora expuestas, la Sala confirmará el fallo de primera instancia proferido por el Juzgado Penal del Circuito Santa Rosa de Cabal.

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la  República y por mandato de la Constitución y la ley 

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo proferido el 16 de marzo de 2016 por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, dentro de la tutela instaurada por el apoderado judicial del señor Luis Adel Varón Londoño.
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 

Secretaria
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras


� Folio 2 de la Sentencia.


� Es así como el Art. 46 de la Carta dispone que “El Estado, la sociedad y la familia concurrirán para la protección y la asistencia de las personas de la tercera edad y promoverán su integración a la vida activa y comunitaria”, a la vez que el Art. 13 de la Constitución impone el deber para el Estado de proteger “especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.”. Esta protección especial ha sido desarrollada extensamente por la jurisprudencia de esta Corporación.


� Sentencia T-489 de 1999.


� Al respecto cabe aclarar que, si bien se fijó este criterio como guía para determinar la pertenencia del accionante a la tercera edad, lo anterior no obsta para que el juez, al evaluar las circunstancias concretas del caso, pueda establecer que una persona pueda ser beneficiaria de una especial protección constitucional, situación en la cual le corresponderá argumentar las razones en las que se basa para hacer tal inclusión.


� Al respecto ver, entre otras, las sentencias T-463 de 2003, T-1226 de 2000, T-456 de 1994, T-425 de 2004, T-463 de 2004 y T-634 de 2008.


� Ver Sentencia T-522 de 2006


� Ibíd.


� Ver sentencia T-114 de 2000
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